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RESUMEN 

 

El presente caso se trata de una sentencia del Tribunal Constitucional 

resolviendo el recurso de agravio constitucional interpuesto por el Sr. Andreas 

Kulenkampff Von Bismarck contra la resolución de fecha 13 de septiembre de 

2010, donde el Colegiado analiza si se han vulnerado los derechos 

fundamentales del debido proceso, la igualdad ante la ley, de propiedad y a 

contratar con fines lícitos.  

 

Pese a que, dos de los tres procesos ordinarios que originaron el proceso de 

amparo, ya estaban en etapa de ejecución, el Tribunal Constitucional decide 

resolver declarado fundada en parte la demanda de amparo, al demostrarse que 

los pagarés no fueron completados según lo pactado y, además, declaro nulas 

las resoluciones que estimaron fundadas las demandas interpuestas por el 

Banco de Comercio.  

 

A partir de ello, surgen diferentes interrogantes. En primer lugar, la potestad del 

Tribunal Constitucional para revisar todo el proceso ordinario, no solo del 

proceso de amparo, sino de los juicios civiles, sin ningún tipo de cautela al 

perjudicar al Banco de Comercio que ya contaba con dos sentencias firmes a su 

favor. En segundo lugar, cómo se podría delimitar el grado de intervención del 

Tribunal cuando revisa resoluciones judiciales ordinarias. En tercer lugar, si en 

este caso, el Tribunal Constitucional observó y aplicó dichos límites. 

 

Debido a ello, en el presente informe se buscará dar respuesta a las 

interrogantes anteriormente planteadas, con el objetivo de entender cómo el 

Tribunal Constitucional debe revisar los procesos judiciales ordinarios en los 

procesos de amparo.  

 

 

Palabras clave 

Tribunal Constitucional, proceso de amparo, proceso ordinario, sentencia, 

derechos fundamentales 
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ABSTRACT 

 

The present case is about a ruling by the Constitutional Court that resolves the 

appeal for constitutional grievance filed by Mr. Andreas Kulenkampff Von 

Bismarck against the resolution dated September 13, 2010, where the Court 

analyzes whether fundamental rights are respected due to process, equality 

before the law, property and contracting for lawful purposes.  

 

Although two of the three ordinary processes that gave rise to the amparo 

process were already in the execution stage, the Constitutional Court decided to 

declare the amparo claim partially founded, having proven that the promissory 

notes were not executed as agreed. and, furthermore, I declare void the 

resolutions that considered the claims filed by the Banco de Comercio to be 

founded.  

 

From this, different questions arise. Firstly, the power of the Constitutional Court 

to review the entire ordinary process, not only the protection process, but also 

the civil processes, without any type of caution to the detriment of the Banco de 

Comercio, which already had two final rulings. . favor. . Secondly, how could the 

degree of intervention of the Constitutional Court be delimited when reviewing 

ordinary judicial resolutions? Thirdly, whether in the present case the 

Constitutional Court respected and applied said limits. 

 

Therefore, this report will seek to answer the questions previously raised, with the 

aim of understanding how the Constitutional Court should review ordinary judicial 

processes in amparo proceedings. 

 

 

 

 

KEYWORDS  

Constitutional Court, protection process, ordinary process, judgment, 

fundamental rights. 
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PRINCIPALES DATOS DEL CASO 

 

 

N° EXPEDIENTE  

STC N° 2364-2022/AA, de fecha 28 

de mayo de 2012, Recurso de 

agravio constitucional, contenida en 

el Exp. N° 04087-2011-PA/TC 

ÁREA(S) DEL DERECHO SOBRE 

LAS CUALES VERSA EL 

CONTENIDO DEL PRESENTE CASO 

Derecho Civil, Derecho Procesal 

Civil, Derecho Constitucional y 

Derecho Comercial 

IDENTIFICACIÓN DE LAS 

RESOLUCIONES Y SENTENCIAS 

MÁS IMPORTANTES 

Sentencia de fecha 28 de junio de 

2001 (Exp. N° 40521-2000). 

Sentencia de fecha 12 de julio de 

2001 (Exp. N° 40512-2000). 

Sentencia de Casación contenida 

en el Exp. 3086-2001 (interpuesto 

contra la sentencia de fecha 12 de 

junio de 2001 del Exp. N° 40512-

2000). 

Sentencia de Casación del 17 de 

noviembre de 2004 (Casación N° 

2655-2003, del Exp. 40513-2000). 

Resolución de fecha 13 de 

septiembre de 2010 (Sentencia de 

la Segunda Sala Superior Mixta de 

Chincha que declaró la nulidad de 

todo lo actuado).  

DEMANDANTE/DENUNCIANTE Andreas Kulenkampff Von Bismarck 

DEMANDADO/DENUNCIADO 

Sala de Derecho Constitucional y 

Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la 

República 
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INSTANCIA ADMINISTRATIVA O 

JURISDICCIONAL 
Jurisdiccional 

TERCEROS 

Administradora del Comercio S.A 

(anteriormente Banco de Comercio 

S.A) 

OTROS - 
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I. INTRODUCCIÓN 

 

1.1 Justificación de la elección de la resolución  

 

Se escogió la sentencia contenida en el expediente N° 4087-2011-PA, emitida 

por el Tribunal Constitucional, teniéndose como fecha el 28 de mayo de 2012, 

ya que, la resolución involucra diferentes temas que son de mi especial interés. 

En el presente caso podemos observar la actividad de diversas ramas del 

Derecho, las cuales se fusionan constantemente en la práctica. De manera 

específica, desde el derecho civil, el caso aborda instituciones como propiedad, 

embargo, anulabilidad de acto jurídico e indemnización por daños y perjuicios. 

Desde el derecho procesal civil podemos ver que se cuestiona la correcta 

ejecución de la tutela jurisdiccional efectiva, concretamente los derechos al 

debido proceso e igualdad ante la ley. Desde el derecho comercial, se puede 

apreciar la actuación de tres pagarés, los cuales han sido ejecutados en 

diferentes procesos judiciales, sin embargo, estos no recibieron la misma 

respuesta a nivel jurisdiccional. Finalmente, desde el derecho constitucional, se 

puede observar la actuación del Tribunal Constitucional sobre sentencias 

emitidas por los tribunales ordinarios que están en fase de ejecución. 

 

Dicho esto, si bien el caso involucra múltiples ramas del derecho, en esta 

oportunidad nos centraremos en responder las siguientes interrogantes: ¿El 

Tribunal Constitucional tiene libre potestad para revisar las resoluciones 

judiciales ordinarias? ¿Cuáles son los límites del Tribunal Constitucional al 

momento de ejercer control constitucional sobre resoluciones emitidas por los 

tribunales ordinarios? ¿El contenido de estos límites resultan suficientes para 

determinar si el Tribunal Constitucional actuó legítimamente al revisar los 

procesos judiciales ordinarios? Si bien, desde una primera lectura se encuentran 

determinados límites para el Tribunal Constitucional.  

 

Corresponde analizar si el Tribunal ha cumplido con dichos criterios en el 

presente caso y qué oportunidades de mejora se pueden proponer.  
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1.2 Presentación del caso 

 

En el presente caso, el señor Andreas Kulenkampff Von Bismark (en adelante, 

Sr. Kulenkampff), interpuso recurso de agravio constitucional contra la resolución 

de fecha 13 de septiembre de 2010, expedida por la Sala de Derecho 

Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, que declaró la nulidad de todo lo actuado. 

 

A modo de resumen, los señores Kulenkampff y Ghezzi demandaron, a través 

de un proceso de amparo, a la sucursal del Banco de Comercio de Pisco, 

requiriendo se abstenga de ejecutar las sentencias contenidas en los 

expedientes N° 40521-2000 y N° 40512-2000 hasta que se finalice el proceso 

sobre anulabilidad parcial de acto jurídico e indemnización por daños y perjuicios 

seguidos por ellos en contra la entidad financiera (Exp. N° 11617-2000), proceso 

en el cual se cuestionaba la Escritura Pública de fecha 5 de marzo de 1999, la 

misma que dio origen a los tres pagarés que el Banco de Comercio ofreció como 

títulos valores con mérito ejecutivo para iniciar los procesos de obligación de dar 

suma de dinero.  

 

Sin embargo, en la sentencia emitida el 13 de septiembre de 2010, la Sala de 

Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema decidió 

declarar nulo de todo lo realizado hasta ese momento, dado que la ampliación 

de la demanda resultaba contraria al mandato del artículo 428° del Código 

Procesal Civil. En tal sentido, el Sr. Kulenkampff decide interponer recurso de 

agravio constitucional contra dicha sentencia alegando que se han lesionado sus 

derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad ante la ley, a la 

propiedad y a contratar con fines lícitos.  

 

De este modo, el Tribunal Constitucional, mediante sentencia N° 2364-2022/AA, 

se encuentran en la obligación de analizar si efectivamente se han vulnerado 

estos cuatro derechos. No obstante, la particularidad de esta sentencia 

constitucional es que el Colegiado realizó un análisis integral del proceso, desde 

la observación de las sentencias realizadas por los órganos judiciales ordinarios, 
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hasta la valoración de los medios probatorios presentados en las demandas, en 

específico los pagarés.  

 

Si bien, el Sr. Kulenkampff interpuso la demanda en el año 2002, año en el cual 

el recurso de amparo era concebido como un proceso alterno, en aplicación de 

la Ley N° 23505 (Sáenz, 2023, p. 25), el Tribunal Constitucional emitió la 

sentencia materia de análisis el 28 de mayo de 2012; es decir, cuando la Ley N° 

23505 ya había sido derogada y, como consecuencia, estaba vigente el Código 

Procesal Constitucional (Ley N° 28237). Con este código, la acción de amparo 

dejó de ser un proceso alternativo, para ser de carácter residual, subsidiario y 

excepcional (artículo 5, inciso 2). En ese sentido, cabe cuestionarse ¿hasta qué 

punto el Tribunal Constitucional puede revisar las decisiones de la justicia 

ordinaria? 

 

En esa línea, también se presentan otros problemas secundarios como ¿Cuáles 

son los límites del Tribunal Constitucional al momento de ejercitar control sobre 

las resoluciones emitidas por los tribunales ordinarios? ¿El contenido de los 

límites resultan suficientes para determinar si el Tribunal Constitucional actuó 

legítimamente al revisar los procesos judiciales ordinarios?  

 

En principio, considero que el Tribunal Constitucional debe tener algún tipo de 

restricción en el presente caso, sin embargo, no se localiza regulación expresa 

en el sistema jurídico peruano. Por consiguiente, en el presente informe se 

analizará, en base a la jurisprudencia nacional, los límites del Tribunal 

Constitucional frente a las decisiones de los tribunales ordinarios, siendo el 

expediente presentado un ejemplo de ello.  
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

 

2.1 Antecedentes  

 

i) El 05 de marzo de 1999 se firmó el Testimonio de Escritura Pública de 

Reconocimiento de Deuda, Asunción de Obligación y Acuerdo de 

pago. En dicho documento se originaron tres pagarés: N° 010441; N° 

010439; y, N° 010437. Los cuales fueron promovidos en sede ordinaria 

por la entidad bancaria a través de tres procesos ordinarios de 

obligación de dar suma de dinero, cada proceso con su respectivo 

pagaré. Dicho esto, se tienen los siguientes procesos: 

 

Expediente N° 40521-2000-0-1801-JR-CI-02, ejecutando el pagaré N° 

010439, ante el 30° Juzgado Civil de Lima: 

 

a) Partes procesales: 

 

 

b) Datos de la demanda 

 

La demanda fue interpuesta por el Banco de Comercio S.A. el 16 de noviembre 

de 2000, solicitando que los demandados realicen el pago de $ 206,068.57, 

presentando como medio probatorio de la relación jurídica entre las partes el 

pagaré N° 010439. La demanda fue admitida el 27 de noviembre del mismo año. 
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c) Proceso ordinario 

Mediante sentencia de fecha 19 de marzo de 2001, el 30° Juzgado Civil de Lima 

declaró fundada la contradicción e infundada la demanda. A lo cual, el Banco de 

Comercio apeló dicha sentencia y el caso se elevó a segunda instancia. Así, 

mediante sentencia de vista con fecha 28 de junio de 2001, la Sala Civil 

Especializada en Procesos Ejecutivos y Cautelares Lima revocó la sentencia 

emitida el 19 de marzo y declara fundada la demanda, con el consecuente 

mandato a los ejecutados a cumplir con el importe del pagaré en ejecución. 

 

 

Expediente N° 40512-2000-0-1801-JR-CI-37, ejecutando el pagaré N° 

010437, ante el 40° Juzgado Civil de Lima: 

 

a) Partes procesales 

 

 

b) Datos de la demanda 

 

La demanda fue interpuesta por el Banco de Comercio S.A. el 16 de noviembre 

de 2000 solicitando que los demandados realicen el pago de $ 206,032.07, 

presentando como medio probatorio de la relación jurídica entre las partes el 

pagaré N° 010437. La demanda fue admitida el 17 de noviembre del mismo año. 
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c) Proceso ordinario 

A través de la resolución del 30 de abril de 2001, el 40° Juzgado Civil de Lima 

declaró fundada la demanda, con el consecuente mandato a los ejecutados de 

pagar con el importe contenido en el pagaré. A lo cual, los demandados apelaron 

dicha sentencia y el caso se elevó a la siguiente instancia. Así, mediante 

sentencia de vista de fecha 12 de julio de 2001, la Sala Civil Especializada en 

Procesos Ejecutivos y Cautelares confirma la sentencia del 30 de abril de 2001. 

Por otro lado, mediante recurso de casación N° 3086-2001, el órgano 

jurisdiccional declaró improcedente el recurso de casación interpuesto contra la 

sentencia de vista mencionada anteriormente. 

 

 

Expediente N° 40513-2000-0-1801-JR-CI-36, ejecutando el pagaré N° 

010441, ante el 39° Juzgado Civil de Lima:  

 

a) Partes procesales 

 

 

 

b) Datos de la demanda 

La demanda fue interpuesta por el Banco de Comercio S.A. el 16 de noviembre 

de 2000 solicitando que la empresa demandada realice el pago de $253,275.11, 

presentando como medio probatorio de la relación jurídica entre las partes el 

pagaré N° 010441. La demanda fue admitida el 24 de noviembre del mismo año.  
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c) Decisión de órgano jurisdiccional – Recurso de casación 

No obstante, mediante Casación N° 2655-2003, de fecha 17 de noviembre de 

2004, la Corte Suprema de Justicia declaró improcedente la demanda, dado que, 

el pagaré presentado por la parte ejecutante fue completado en contravención 

de los acuerdos adoptados. El juzgado señaló específicamente en su quinto y 

sexto considerando lo siguiente: 

 

“En el caso (…), se encuentran acreditados los siguientes 

supuestos: a) El pagaré puesto a cobro es un título valor 

incompleto, llenado de forma posterior (…); b) En la cláusula 

cuarta de dicho acuerdo se pactó que Inversiones Taulis 

Sociedad Anómica asumía el pago (…) hasta por la suma de $ 

200,000.00 mediante la suscripción de un pagaré cuyo plazo y 

condiciones se indican en la Escritura Pública; c) El pagaré sub 

litis contiene la suma de $ 253,275.11, es decir, monto 

superior a lo pactado por las partes (…); d) El banco 

ejecutante no ha cumplido con acreditar con documento 

alguno el pacto de integración por el cual se habría 

acordado la inclusión en el capital del pagaré de la suma 

de $ 53,275.1, referido al concepto de intereses 

compensatorios y moratorios. En ese orden de ideas, (…) el 

título valor ha sido llenado sin observancia de los acuerdos 

pactado por las partes (…); en consecuencia, (…) el título 

valor carece de mérito cambiario; consecuentemente se 

evidencia que las instancias (…) han inaplicado el artículo 1362 

del Código Civil, armonizado con el artículo 9 de la derogada 

Ley de Títulos Valores”. (El resaltado ha sido agregado) 

 

Siendo así, en este proceso de vía ejecutiva, la Corte Suprema declaró la 

improcedencia de la demanda de obligación de dar suma de dinero, siendo una 

decisión totalmente contraria a las decisiones del 30° y 40° Juzgado Civil de Lima 

que revisaron los dos casos señalados anteriormente.  
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A modo de resumen, se tiene el siguiente mapa conceptual que permite una 

mejor y rápida comprensión de los tres procesos judiciales ordinarios 

interpuestos por el Banco de Comercio contra la empresa Inversiones Taulis S.A. 

y otros: 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
(Fuente: escrito titulado “Alegatos” presentado por Andreas Kulenkampff Von Bismark y otros, S/F, ante la Segunda 

Sala Superior Mixta Descentralizada ubicada en Chincha).  

 

ii) De los tres procesos iniciados por el Banco, dos resolvieron a su favor 

(Exp. N° 40521-2000 y Exp. N° 40512-2000) y el restante, mediante 

recurso de casación N° 2655-2003, resolvió a favor de la empresa 

Inversiones Taulis S.A., alegando el órgano jurisdiccional que el 

pagaré no tenía mérito ejecutivo porque había sido completado en 

contravención de los acuerdos adoptados. 

 

iii) Con fecha 22 de mayo de 2002, el Sr. Kulenkampff interpuso demanda 

de amparo contra la filial del Banco de Comercio ubicada en Pisco, 

requiriendo lo siguiente: 
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a) “En el proceso contenido en el expediente N° 40521-

2000, el magistrado del 30° Juzgado Civil de Lima se 

abstenga de ordenar el embargo de los bienes muebles 

(…) de los ejecutados y de sus cuentas corrientes, hasta 

que se dicte sentencia final en el proceso N° 11617-2000. 

 

b) En el proceso contenido en el expediente N° 40512-2000, 

el magistrado del 40° Juzgado Civil de Lima se abstenga 

de ordenar el remate de los derechos y acciones (…) 

sobre el inmueble del que son propietarios, así como el 

embargo de los muebles que se encuentran dentro del 

inmueble, hasta que se dicte sentencia final en el proceso 

N° 11617-2000”. 

 

iv) Cabe mencionar que en el proceso contenido en el expediente N° 

11617-2000, señalado anteriormente, se estaba cuestionando 

determinadas cláusulas de la Escritura Pública de fecha 5 de marzo 

de 1999, la cual es el origen de los pagarés que se ejecutan en los tres 

procesos antes desarrollados. 

 

v) A través de la resolución del 27 de octubre de 2003, la demanda fue 

admitida por el Juez Civil de Chincha; sin embargo, el Sr. Kulenkampff 

y Eduardo Ghezzi amplían la demanda solicitando se deje sin efecto i) 

la sentencia tramitada en el expediente N° 40521-2000 que los obliga 

a pagar $206,068.67 al Banco, y (ii) la sentencia tramitada en el 

expediente N° 40512-2000 que los obliga a pagar $206,032.07 al 

Banco, dado que los pagarés presentados en ambos procesos no 

tienen calidad de mérito ejecutivo, e incluyen como demandados a los 

jueces de la Segunda Sala Civil de Lima. 

 
 

vi) El 9 de octubre de 2008, la Segunda Sala Mixta Descentralizada de 

Chincha declaró fundada en parte la demanda, dejando sin efecto las 

sentencias contenidas en los expedientes N° 40521-2000 y N° 405-
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2000, fundamentando su decisión en que en dichos procesos no se 

han respetado el derecho a obtener una sentencia fundada en 

derecho, ya que, en el presente caso, se han emitido sentencias 

contradictorias (entre los procesos N° 40521-2000, N° 405-2000 y el 

proceso N° 40513-2000).  

 

vii) El 13 de setiembre de 2010, la Sala de Derecho Constitucional y Social 

Permanente declaró nulo todo lo actuado, dado que la ampliación de 

demanda que realizaron los recurrentes fue realizada cuando los 

demandados ya habían sido notificados, incumpliendo el mandato del 

artículo 428° del Código Procesal Civil, el cual, en el momento que se 

desarrollaron estos hechos, señalaba que “el demandante puede 

modificar la demanda antes que ésta sea notificada (…)”.  

 
 

viii) Así, el Sr. Kulekampff interpone recurso de agravio constitucional 

contra la resolución de fecha 13 de septiembre de 2010 antes 

mencionada, alegando que se han transgredido cuatro derechos 

fundamentales, estos son, el debido proceso, la igualdad ante la ley, a 

la propiedad y a contratar con fines lícitos.  
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     2.2 Hechos relevantes del caso  

 

A. De los tres procesos ordinarios de obligación de dar suma de 

dinero  

 

a. El 16 de noviembre de 2000, la entidad financiera decide 

iniciar tres procesos judiciales a través de la presentación 

de demandas de obligación de dar suma de dinero ante tres 

órganos jurisdiccionales diferentes, estos son el 30°, 40° y 

39° Juzgado Civil de Lima. No obstante, el vínculo que 

comparten estas demandas es que todas han sido 

presentadas con tres pagarés (N° 010439, N°010431 y N° 

010441, respectivamente) que tienen como origen el acto 

jurídico de Escritura Pública de fecha 5 de marzo de 1999. 

 

b. Mediante sentencias de fecha 28 de junio de 2001 (Exp. N° 

40521-2000) y 12 de julio de 2001 (Exp. N° 40512-2000), 

expedidas por la Segunda Sala Civil, se declaran fundadas 

las demandas y ordena a los señores Kulenkampff, Ghezzi 

y otros a pagar el monto consignado en cada pagaré 

presentado en ambos procesos. Es decir, cuando se 

interpone la demanda, los dos procesos mencionados ya 

estaban en etapa de ejecución. 

 
 

c. Por otro lado, respecto al proceso contenido en el 

expediente N° 40513-2000, este había llegado a casación. 

Fue así como, mediante sentencia N° 2655-2003 de fecha 

17 de noviembre de 2004, se declaró improcedente la 

demanda presentada por el Banco de Comercio, puesto 

que, el título materia de ejecución había sido completado 

contraviniendo los acuerdos pactados en el acto jurídico 

celebrado el 5 de marzo de 1999. 
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d. Bajo esa premisa, el Sr. Kulenkampff y otros alegaron que 

las sentencias emitidas en los expedientes N° 40521-2000 

y N° 40512-2000 deben ser declaradas sin efecto, toda vez 

que se otorgó validez jurídica a pagarés que fueron 

completados contraviniendo lo acordado por las partes, 

adquiriendo la condición de fraudulentos. Por lo tanto, 

corresponde seguir la misma línea de la sentencia contenida 

en el expediente N° 40513-2000 y no haber sentencias 

contradictorias respecto a un mismo hecho. 

 

B. El desarrollo del proceso de amparo 

 

a. En ese contexto de ejecución de las sentencias, el 17 de 

mayo de 2002, el Sr. Kulenkampff, en representación de la 

empresa y otras personas, presenta al juzgado una 

demanda de amparo (Exp. N° 194-2002) contra la filiar del 

Banco de Comercio ubicado en Pisco, requiriendo a los 

magistrados que se abstengan de ejecutar las sentencias 

contenidas en los procesos N° 40521-2000 y N° 40512-2000 

hasta que se dicte sentencia en el proceso de anulabilidad 

parcial de acto jurídico contenido en el expediente N° 11617-

2000, proceso en el cual se cuestionaba determinadas 

cláusulas de la Escritura Pública ya mencionada. 

 

b. En la demanda de amparo, los señores Kulenkampff y 

Ghezzi alegan que los procesos en los cuales resuelven a 

favor de la entidad bancaria son procesos irregulares que 

afectan sus derechos constitucionales al debido proceso, a 

la igualdad ante la ley, a la propiedad y a contratar con fines 

lícitos. 

 
 

c. Brevemente, respecto al derecho al debido proceso, los 

recurrentes señalan que en los expedientes N° 40521-2000 
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y N° 40512-2000, los Magistrados de primera instancia y 

superiores han dado validez jurídica a pagarés que fueron 

completados de forma contraria al acuerdo contenido en la 

Escritura Pública, siendo fraudulentos. Con relación al 

derecho a la igualdad ante la ley, señalan que los 

Magistrados han permitido, por un lado, que el Banco de 

Comercio ejecute pagarés con dos fechas de emisión, lo 

cual no está permitido de acuerdo con el artículo 129.2 de la 

Ley N° 16587; y, por otro lado, ha permitido el abuso de 

derecho por parte del Banco al consentir el cobro de 

intereses injustos. Respecto al derecho de propiedad, 

indican que al haber dispuesto el embargo de sus 

propiedades y cuentas corrientes ponen en peligro su 

subsistencia y la de sus familias, además de ignorar que el 

proceso de anulabilidad parcial contra la Escritura Pública 

aún está en desarrollo; por lo tanto, si resulta dicho proceso 

a su favor, ya no podrían ejecutar dicha sentencia si las 

propiedades ya han sido rematadas. Finalmente, respecto 

al derecho a contratar con fines lícitos, alegan que los títulos 

valores, teniendo la calidad de incompletos, fueron llenados 

como si fueran títulos valores en blanco; y, además que, aun 

teniendo la calidad de documentos fraudulentos, fueron 

ejecutados en los procesos judiciales. 

 

d. Así, con la resolución de 22 de mayo de 2002, el Juez del 

Juzgado Civil de Chincha admite dicha demanda. Empero, 

mediante sentencia de fecha 30 de enero de 2003, el 

Tribunal Constitucional decidió declarar nulo todo lo que se 

había desarrollado en el proceso constitucional, indicando 

que se reponga la presente causa para notificar a los 

Magistrados del 30° y 40° Juzgado Civil de Lima. 
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e. A través de la resolución de fecha 27 de octubre de 2003, el 

Juzgado Civil de la ciudad de Chincha admitió nuevamente 

la demanda. Una vez realizado aquello, los recurrentes 

deciden ampliar el petitorio de la demanda pretendiendo ya 

no sólo que las sentencias contenidas en los expedientes 

N°40521-2000 y N° 40512-2000 se abstengan de 

ejecutarse, sino ahora solicitan que se dejen sin efectos 

ambas sentencias. Dicha solicitud se fundamenta en los 

argumentos presentados en la Casación N° 2655-2003, 

donde se declara improcedente la demanda, 

específicamente, porque el pagaré presentado como medio 

probatorio carece de mérito ejecutivo; y, dado que, los tres 

pagarés provienen de una misma relación causal y fueron 

llenados por el Banco, los procesos señalados 

anteriormente deben seguir la misma línea y, por ende, 

también desestimarse. 

 

f. Por medio de la resolución de fecha 23 de abril de 2004, el 

Juzgado Civil de Chincha declaró nulo todo lo actuado, 

ordenando se envíen los autos a la Segunda Sala Mixta de 

Chincha para que proceda de acuerdo con la Ley; ya que, lo 

que se alegaba en la demanda era que las resoluciones 

judiciales transgreden los derechos fundamentales de los 

recurrentes. 

 

g. Por medio de la resolución de fecha 06 de mayo de 2004, la 

Sala Mixta de Chincha admitió a trámite la demanda. 

 
 

h. El Banco de Comercio, por su parte, contestó la demanda, 

indicando que las sentencias que los recurrentes buscan 

cuestionar ya han adquirido la calidad de cosa juzgada al no 
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haberse interpuesto medio impugnatorio alguno; y que no se 

tratan de procesos judiciales irregulares. 

 

i. En tal sentido, por medio del escrito de fecha 20 de marzo 

de 2006, el Sr. Kulenkampff y otros sustentaron su 

ampliación de demanda señalando, específicamente, que 

los procesos contenidos en los expedientes N° 40521-2000 

y N° 40512-2000 en las que se estiman las demandas 

ejecutivas, deben seguir la misma línea de la decisión 

contenida en la Casación N° 2655-2003 donde se desestimó 

la demanda porque el pagaré no tenía mérito ejecutivo al no 

haberse completado conforme a lo acordado. 

 

j. Con fecha 19 de junio de 2006, Héctor Lama More, uno de 

los Magistrados demandados, contesta la demanda 

señalando que la resolución que él emitió, y que los 

recurrentes buscan cuestionar, ha sido realizada bajo una 

adecuada valoración conjunta de la prueba y conforme a las 

reglas de la sana crítica, además de resaltar que la Casación 

N° 2655-2003 no es vinculante por no haber sido 

desarrollado en un pleno casatorio. 

 
 

k. Es así como, mediante sentencia del 9 de octubre de 2008, 

la Segunda Sala Mixta Descentralizada de Chincha declaró 

fundada en parte la demanda, dejando sin efecto las 

sentencias de fecha 28 de junio de 2001 (Exp. N° 40521-

2000) y 12 de junio de 2001 (Exp. N° 40512-2000). Tal 

decisión de la Sala se basó al contemplar que los pagarés 

presentados en los procesos ejecutivos tienen las mismas 

particularidades y provienen de un mismo acto jurídico, por 

lo que resulta inapropiado la expedición de sentencias 

discordantes frente a un mismo suceso. 
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l. En contraste con lo anterior, mediante sentencia del 13 de 

setiembre de 2010, la Sala de Derecho Constitucional y 

Social Permanente declaró la nulidad de todo lo 

desarrollado hasta ese momento, fundamentando que la 

ampliación de la demanda realizada por los recurrentes se 

realizó cuando los demandados ya habían sido notificados, 

contraviniendo lo establecido en el artículo 428 del Código 

Procesal Civil. 

 

C. Sobre el Recurso de Agravio Constitucional 

 

a. Como consecuencia de lo anterior, el Sr. Kulenkampff 

interpone recurso de agravio constitucional contra la 

resolución que declaró la nulidad de todo lo actuado, 

alegando que se han lesionado sus derechos 

fundamentales al debido proceso, a la igualdad ante la ley, 

a la propiedad y a contratar con fines lícitos. 

 

b. En el fundamento N° 1 de la sentencia se puede observar 

que el Tribunal Constitucional acepta tanto los petitorios de 

la demanda como su ampliación. En ese sentido, el 

Colegiado identifica como objeto de análisis determinar si la 

sentencia emitida por la Sala de Derecho Constitucional y 

Social Permanente de fecha 13 de septiembre de 2010 

vulnera los derechos fundamentales mencionados en los 

párrafos anteriores. 

 

c. El Tribunal Constitucional señala que, dado que la nulidad 

que genera el rechazo de las solicitudes contenidas en la 

demanda de amparo entonces considera que tiene 

jurisdicción para decidir sobre el fondo del recurso 

interpuesto.  

 



22 
 

d. Bajo esa premisa, el Colegiado analiza el caso desde tres 

aristas: primero, sobre las formalidades que deben cumplir 

los títulos valores incompletos al momento de completarse; 

segundo, sobre el proceso de anulabilidad parcial de acto 

jurídico, donde se cuestionan clausulas de la Escritura 

Pública; y, tercero, sobre la subsistencia de tres casos 

semejantes con sentencias contradictorias.  

 
e. En la primera arista, el Tribunal desarrolla tres puntos: a) 

que los pagarés deben completarse acorde a los acuerdos 

establecidos  en la Escritura Pública; b) la expedición de los 

intereses en los títulos valores incompletos puede bien, 

señalarse expresamente en el documento donde se 

precisan los acuerdos de las partes que los intereses se 

adicionarán a la deuda principal o bien no se haga referencia 

alguna en el documento y, por consiguiente, la adición de 

los intereses se solicitarán en el proceso judicial; c) No se 

puede asignar dos o más fechas diferentes de emisión, pues 

el pagaré presentado perdería su mérito cambiario.  

 
f. Sobre la segunda arista, el Tribunal advierte que la Escritura 

Pública es un acto jurídico válido, al haber sido analizado 

por la justicia ordinaria, quien es la encargada de revisar la 

autenticidad de los actos jurídicos. En ese sentido, los 

pagarés deben obedecer los acuerdos pactados en las 

cláusulas de dicho documento. 

 
g. En la tercera arista, el Tribunal repasa las sentencias de los 

tres procesos judiciales ordinarios y determina que los 

pagarés presentados por el Banco de Comercio fueron 

completados con montos superiores a los acordados, 

evidenciando que el Banco está ejerciendo abuso de 

Derecho.  
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h. Todo ello llevó al Tribunal concluir que en los procesos N° 

40521-2000 y N° 40512-2000 se ha lesionado el derecho a 

obtener una sentencia fundada en derecho por dos 

específicos motivos: primero, porque las partes no 

acordaron expresamente la adición de los intereses 

moratorios a la deuda principal, por lo cual, no se debió 

consignar ello al momento de completar el pagaré; y, 

segundo, se consignaron dos fechas diferentes de emisión, 

por ende, los pagarés jamás tuvieron mérito ejecutivo.  

 

D. Sobre los votos singulares de los Magistrados 

 

a. Voto singular de los Magistrados Álvarez Miranda y Urviola 

Hani. Aquellos consideran que se debe declarar infundada 

la demanda de amparo, al no haberse corroborado la lesión 

de los derechos fundamentales alegados por los 

recurrentes. Su fundamento principal consiste en que los 

pagarés utilizados en los procesos N° 40521-2000 y 40512-

2000 son distintos al título utilizado en el proceso N° 40513-

2000, por su enumeración, fecha de emisión, el órgano 

jurisdiccional que tramitó el proceso y porque la sentencia 

del proceso N° 40513-2000 se produjo en fecha posterior a 

los procesos que los recurrentes cuestionan. En ese 

sentido, dicen los Magistrados, no puede aplicarse el juicio 

de igualdad en tanto los casos no han sido tramitado ante 

un mismo órgano jurisdiccional.   

 

b. Voto singular del Magistrado Calle Hayen. Su voto es por 

declarar improcedente la demanda de amparo. Su 

fundamento principal consiste en que los plazos para 

presentar la demanda de amparo respecto de los procesos 

N° 40521-2000 y 40512-2000 caducaron el 21 de mayo y 21 

de junio de 2022, respectivamente. En ese sentido, para la 

fecha de interposición de la ampliación de la demanda, esto 
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es el 30 de octubre de 2003, el plazo habría prescrito, por lo 

que debe desestimarse la demanda. 

 
c. Voto del Magistrado Vergara Gotelli. Aquel considera que se 

debería declarar fundada la pretensión de nulidad de las 

resoluciones que estimaron las demandas ejecutivas a favor 

de la entidad bancaria (Exp. N° 40521-2000 y N° 40512-

2000) e improcedente el petitorio de la suspensión de los 

embargos que dispone la institución bancaria hasta que se 

dicte sentencia en el proceso de anulabilidad parcial de acto 

jurídico. Su fundamento principal consiste en que el pagaré 

N° 793427 fue ejecutado primero a través del proceso N° 

40513-2000 donde se desestimo la demanda interpuesta 

por el Banco. Por lo cual, resulta contrario admitir un 

pronunciamiento opuesto en los otros dos procesos, pues 

ya se tiene un proceso que debe servir como guía 

referencial. 
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III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS 

 

3.1 Problema principal 

 

De acuerdo con el repaso de los acontecimientos del presente caso y de la 

decisión del Tribunal Constitucional en la sentencia N° 2364-2022/AA, se ha 

identificado el siguiente problema jurídico principal: 

 

¿El Tribunal Constitucional realizó un adecuado control constitucional respecto 

a lo decidido por la justicia ordinaria en la sentencia N° 2364-2022/AA? 

 

 

3.2 Problemas secundarios  

 

Asimismo, en aras de responder adecuadamente con el problema jurídico 

principal, se han identificado como problemas secundarios los siguientes: 

 

❖ Primer problema jurídico secundario: ¿Cuáles son los límites del Tribunal 

Constitucional al momento de ejercer control constitucional sobre las 

resoluciones emitidas por los tribunales ordinarios? 

❖ Segundo problema jurídico secundario: ¿Los conceptos de los exámenes 

de razonabilidad, coherencia y suficiencia resultan suficientes para 

determinar si el Tribunal Constitucional actuó legítimamente al revisar los 

procesos judiciales ordinarios? 
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IV. POSICIÓN DE LA CANDIDATA 

 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y 

secundarios 

 

A. ¿El Tribunal Constitucional realizó un adecuado control 

constitucional respecto a lo decidido por la justicia ordinaria en su 

sentencia N° 2364-2022/AA? 

 

Para responder la presente interrogante, primero se debe advertir si el 

ordenamiento jurídico peruano señala los criterios, requisitos o principios que 

permiten determinar cuando el Tribunal Constitucional realiza un adecuado 

control sobre resoluciones judiciales ordinarias.  

 

Así, de la revisión tanto de la legislación, doctrina y jurisprudencia nacional, se 

tiene el caso Apolonia Ccollcca, contenido en el expediente N° 3179-

2004.AA/TC, donde es el mismo Tribunal Constitucional quien propone un canon 

interpretativo, compuesto por tres exámenes, para que el control constitucional 

sobre resoluciones judiciales ordinarias se ejecute sobre un determinado 

parámetro preestablecido.  

 

A partir de dicha sentencia del 2005, el canon interpretativo ha sido utilizado en 

numerosos fallos del Tribunal, como por ejemplo las sentencias contenidas en 

los expedientes N° 04405-2013, N° 01561-2014, N° 00195-2012-AA, entre otros. 

Sin embargo, de la revisión de estas últimas, nos encontramos con la 

observación de que el Colegiado se limita a citar los exámenes del canon 

interpretativo, más no explica cómo utiliza cada uno de ellos en el caso concreto. 

 

Por otro lado, en la sentencia materia de estudio, no se advierte que el Tribunal 

haya desarrollado explícitamente entre de sus fundamentos el canon 

interpretativo; por lo que, no se puede responder de forma preliminar si el 

máximo intérprete de la Constitución realizó un adecuado control constitucional. 
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Por ello, en el presente informe se averiguará si indirectamente el Tribunal 

Constitucional aplicó los tres exámenes ya señalados, lo que nos permitirá 

responder si Tribunal realizó un adecuado control constitucional. 

 

B. ¿Cuáles son los límites del Tribunal Constitucional al momento de 

ejercer control constitucional sobre las resoluciones emitidas por 

los tribunales ordinarios? 

 

De manera preliminar, cabe señalar que la propia Constitución se ha encargado, 

de modo directo, la función de vigilar el cumplimiento y respeto de la Constitución 

a dos órganos del Estado: el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial (Lama, 

2005, p. 20). Ahora, existen situaciones en las cuales estos órganos deben 

formar relaciones de coordinación e interdependencia, por ejemplo, en los 

procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo, hábeas data y acción de 

cumplimiento, en aras de proteger los derechos fundamentales. No obstante, 

pese a lo anterior, no deja de persistir la relación de rango entre el Tribunal 

Constitucional frente al Poder Judicial, ya que la primera es la que emite, en 

última y definitiva instancia, la decisión final (artículo 202.2 de la Constitución 

Política).  

 

Bajo ese contexto, cuando el Tribunal Constitucional ejecuta su función 

jurisdiccional en los procesos constitucionales, las relaciones de coordinación e 

interdependencia entre los dos órganos señalados no siempre se realizan de 

forma armónica (Landa, 2006, p. 255), pues cuando el Tribunal ejerce control de 

constitucionalidad sobre resoluciones judiciales ordinarias sucede que este 

órgano realiza un control prácticamente total de la actuación de la judicatura 

ordinaria, bajo parámetros que parecieran ir más allá que aquellos que permitiría 

las normas al respecto (Espinoza Saldaña, 2009, p. 543)  

 

Hecha esta salvedad, si bien el Tribunal Constitucional puede revisar 

resoluciones judiciales ordinarias en el proceso de amparo, dicha revisión no 

puede ser ilimitada. De lo contrario, la sentencia emitida por el órgano 

jurisdiccional ordinario carecería de eficacia sustantiva. En tal sentido, en la 
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sentencia contenida en el expediente N° 3179-2004, fue el mismo Tribunal 

Constitucional quien estableció el canon interpretativo de control constitucional 

sobre resoluciones judiciales que le permitirá al juez constitucional tener una guía 

preestablecida al momento de revisar estas resoluciones ordinarias (sentencia 

contenida en el expediente N°978-2012, fundamento 4.2). Este canon está 

compuesto por los exámenes de razonabilidad, de coherencia y de 

suficiencia. Veamos de qué se trata cada uno de ellos. 

 

Por un lado, el examen de razonabilidad exhorta valorar si la revisión de todo el 

proceso judicial ordinario es relevante para determinar si la resolución judicial 

cuestionada efectivamente lesiona el derecho fundamental alegado. (Exp. N° 

3179-2004).  

 

Por otro lado, en el examen de coherencia se exige que “el Tribunal precise si el 

acto lesivo del caso concreto se vincula directamente con el proceso o la decisión 

judicial que se impugna” (Exp. N° 3179-2004).  

 

Por último, en el examen de suficiencia se exige que el “Tribunal determine la 

intensidad del control constitucional necesaria para llegar a precisar el límite de 

la revisión del proceso judicial ordinario (…)” (Exp. N° 3179-2004-AA/TC).   

 

Dicho esto, corresponderá analizar, en los siguientes párrafos, si en el presente 

caso, el Tribunal Constitucional cumplió o no con cada uno de los exámenes 

mencionados. Como se verá más adelante, se desprenderá la alerta que el 

contenido de los exámenes del canon interpretativo resultan insuficientes, en 

tanto no brindan una información completa sobre cómo se debe realizar el 

estudio de cada uno de los exámenes.  
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C. ¿Los conceptos de los exámenes de razonabilidad, coherencia y 

suficiencia resultan suficientes para determinar si el Tribunal 

Constitucional actuó legítimamente al revisar los procesos judiciales 

ordinarios? 

 

Dado que el Tribunal Constitucional no desarrolló, en sus fundamentos, el canon 

interpretativo, corresponderá analizar si indirectamente respeto y aplicó los 

exámenes de razonabilidad, de coherencia y se suficiencia.  

En la demanda de amparo, los recurrentes alegaron la vulneración de cuatro 

derechos fundamentales ya detallados en los párrafos anteriores. Por 

consiguiente, el Tribunal debe indagar si realmente se vulneraron todos esos 

derechos, solo alguno de ellos o ninguno.  

 

Dicho esto, respecto al examen de razonabilidad, se tiene que el Tribunal 

Constitucional decidió revisar los tres procesos judiciales ordinarios, desde la 

valoración de los medios probatorios hasta las sentencias emitidas por los 

juzgados ordinarios, para determinar si la resolución del 13 de setiembre de 2010 

vulnera los derechos fundamentales alegados; lo cual responde al concepto de 

este examen sobre el deber de evaluar si la revisión de todo el proceso resulta 

relevante para determinar que la resolución cuestionada vulnera los derechos 

fundamentales alegados.  

 

Por otro lado, respecto al examen de coherencia, donde se debe demostrar el 

vinculo directo entre el acto lesivo con la decisión que se cuestiona, se tiene que 

la sentencia de fecha 13 de diciembre de 2010 trae como consecuencia 

inmediata desestimar la demanda de amparo que ya había sido admitida por la 

Segunda Sala Mixta de Chincha y donde, además, el petitorio del Sr. 

Kulenkampff se sustentaba en la vulneración de sus derechos fundamentales al 

debido proceso, a la igualdad ante la ley, de propiedad y a contratar con fines 

lícitos. De no admitirse la demanda de amparo y la continuación de dicho proceso 

constitucional, los dos procesos ordinarios a favor del Banco seguirían 

produciendo efectos. Por lo tanto, sí hay un vínculo, pero no ¿se podría 

configurar como vínculo directo? ¿qué se entiende como vínculo directo? 
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Finalmente, respecto al examen de suficiencia, donde es necesario delimitar la 

intensidad del control constitucional que se utilizará en cada caso, se tiene que 

el Tribunal Constitucional optó por una interpretación flexible, que permite al 

“Juez constitucional examinar el juicio ordinario (…) reformando 

constitucionalmente la actuación judicial concreta que sea necesaria para 

determinar la constitucionalidad de la resolución judicial cuestionada” (sentencia 

contenida en el expediente N° 3179-2004-AA, fundamento 2.2). El Tribunal 

Constitucional determino que la vulneración de los derechos fundamentales 

alegados proviene de las sentencias emitidas por la Segunda Sala Civil de la 

Corte Superior de Justicia de Lima, que resolvieron a favor de la entidad de 

crédito. En tal sentido, decide reformar ambos procesos ordinarios. No obstante, 

lo que no se aprecia es que el organo de control de la constitucionalidad no 

determinó hasta donde es necesario la actuación constitucional, sino que lo hace 

de manera ilimitada, ignorando el canon interpretativo. Ello nos lleva a cuestionar 

¿Cómo se sabe hasta donde el Tribunal tiene legitimidad del control 

constitucional? ¿Qué pasa si el derecho se ha vulnerado iniciando el proceso 

ordinario? ¿Se puede reformar todo el proceso ignorando el racionamiento del 

juzgado ordinario? 

 

Con todo ello, se concluye que los conceptos constituidos en los exámenes de 

razonabilidad, de coherencia y de suficiencia resultan escasos cuando se 

quieren llevar a la práctica. 
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4.2 Posición individual sobre el fallo de la resolución  

 

La posición individual sobre el fallo de la sentencia que analizo en el presente 

trabajo es en contra. Considero que la decisión del Tribunal Constitucional es 

incorrecta, dado que resolvió declarando nulas las resoluciones ordinarias que 

ya estaban en etapa de ejecución. Además, del análisis se podrá observar que 

el Tribunal Constitucional no cumplió adecuadamente con los exámenes del 

canon interpretativo; ya que, no solo revisó los tres procesos ordinarios de 

obligación de dar suma de dinero, sino también reformó constitucionalmente todo 

el proceso hasta llegar a la etapa de valoración de los medios probatorios  

 

Asimismo, considero que el análisis realizado por el Tribunal Constitucional 

debió ser más completo y exhaustivo en aras de no perjudicar en su totalidad al 

Banco de Comercio, quien ya contaba con sentencias a su favor.  

 

El Tribunal Constitucional decidió declarar nulas las resoluciones contenidas en 

los procesos N° 40521-2000 y N° 40512-2000, que estimaron las demandas 

ejecutivas a favor de la entidad bancaria; dado que, llegó a la conclusión de que 

los pagarés presentados en las demandas habían sido completados 

contraviniendo los acuerdos adoptados en la Escritura Pública, a pesar de que 

en dichos procesos se estaba en la etapa de ejecución de las sentencias. 

 

Sin embargo, en los votos singulares de cuatro Magistrados se puede observar 

que la decisión emitida por el Tribunal Constitucional omitió observar importantes 

aspectos como la diferencia entre los tres procesos judiciales ordinarios, el plazo 

vencido para interponer demanda de amparo y la irrelevancia del proceso de 

anulabilidad parcial de acto jurídico, asuntos que pudieron analizarse al aplicar 

el canon interpretativo. 

 

Por todo ello, se llega a la conclusión que el Tribunal Constitucional no realizó 

un adecuado control constitucional, sobre los procesos ordinarios, en la 

sentencia N° 2364-2022/AA. 

 

 



32 
 

V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  

 

 
1. Desarrollo del proceso de amparo contra resoluciones judiciales como 

punto de partida: 

 

Antes de realizar el análisis de los problemas jurídicos del presente caso, es 

preciso iniciar este informe jurídico explicando en qué consiste el proceso de 

amparo, el cual es una de las garantías constitucionales reconocidas por la 

Constitución Política del Perú.  

 

El proceso constitucional de amparo se encuentra regulado en el artículo 200°, 

inciso 2 de la actual Constitución Política de 1993: 

 

Artículo 200.- Son garantías constitucionales: 

“2) La acción de amparo, que procede contra el hecho u 

omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o 

persona, que vulnera o amenaza los demás derechos 

reconocidos por la Constitución, con excepción de los 

señalados en el inciso siguiente. 

No procede contra normas legales ni contra Resoluciones 

Judiciales emanadas de procedimiento regular” 

 

Del segundo párrafo de la norma se puede identificar una primera limitación: no 

procede este tipo de proceso constitucional contra resoluciones judiciales 

provenientes de un procedimiento regular. Sin embargo, ¿Qué se entiende por 

procedimiento regular? De acuerdo con López, “una resolución judicial emana 

de un proceso regular si esta se expide con el respeto de los derechos que 

integran el debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva” (2013, p. 25). Por 

consiguiente, para que se pueda cuestionar una resolución judicial a través del 

proceso de amparo, esta debe sobrevenir de un proceso “irregular”, la cual 
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adquiere tal calidad si vulnera el debido proceso y/o la tutela jurisdiccional 

efectiva.  

 

Ahora bien, dado que el proceso de amparo solo procede ante la vulneración de 

estos los dos derechos mencionados anteriormente, los cuales en doctrina se 

les atribuye el nombre de “derechos constitucionales de naturaleza estrictamente 

procesal” consideramos pertinente explicar en qué consiste cada uno de ellos.  

 

Por un lado, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es un atributo que posee 

el ciudadano de poder acceder a los órganos jurisdiccionales a través de 

cualquiera de sus procesos, de acuerdo con la naturaleza de la pretensión 

(Saénz, 2003, p. 352); es decir, se manifiesta en los derechos de acción, ya sea 

para que el organo jurisdiccional tome conocimiento de la solicitud del 

demandante o para que la decisión emitida se ejecute. Por otro lado, el derecho 

al debido proceso “alude a toda aquella estructura de principios y derechos que 

corresponden a las partes durante la secuela de todo tipo de proceso, sea éste 

jurisdiccional, administrativo, corporativo o particular” (Saénz, 2003, p. 353). 

Como se puede observar, se tratan de derechos con características y alcances 

distintos, pero que a la vez se encuentran relacionados entre sí.  

 

Ahora bien, en la línea de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 200°, 

inciso 2 de la Constitución, se tiene regulación complementaria a la disposición 

constitucional, la cual ha variado conforme han pasado los años.  

 

Por un lado, se tenía el artículo 6°, inciso 2 de la Ley N° 23506, Ley de Habeas 

Corpus y de Amparo, la cual señalaba: 

 

Artículo 6º.- No proceden las acciones de garantía 

(…) 

2) Contra resolución judicial emanada de un procedimiento 

regular (…) 
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El artículo 10° de la Ley N° 25398, Ley que complementa las disposiciones de la 

Ley N° 23506 en materia de Hábeas Corpus y de Amparo, señalaba: 

 

Artículo 10°. - Las anomalías que pudiera cometerse dentro del 

proceso regular al que se refiere el inciso 2) del Artículo 6° de la 

Ley, deberán ventilarse y resolverse dentro de los mismos 

procesos mediante el ejercicio de los recursos que las normas 

procesales específicas establecen.  

No podrá bajo ningún motivo detenerse mediante una acción de 

garantía, la ejecución de una sentencia contra la parte vencida en 

un proceso regular.  

 

De la revisión de estas normas se observa la referencia al procedimiento regular, 

el cual como ya se sabe, se trata de la vulneración al debido proceso y/o a la 

tutela jurisdiccional efectiva. En ese sentido, queda más que claro que cuando el 

procedimiento se transforma en irregular proceden las garantías 

constitucionales, tales como el proceso de amparo.  

 

Bajo este contexto, en el año 2004 surge un nuevo escenario procesal para el 

amparo contra resolución judicial con la vigencia del Código Procesal 

Constitucional, que a su vez deroga la Ley N° 23506 y Ley N° 25398, el cual en 

su artículo 4 estableció lo siguiente: 

 

“El amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes 

dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, 

que comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es 

improcedente cuando el agraviado dejó consentir la resolución 

que dice afectarlo”. 

 

Con ello, se puede apreciar que el legislador peruano continua con la teoría 

permisiva moderada de la procedencia de los procesos constitucionales contra 



35 
 

resoluciones judiciales. La cual consiste, en palabras de Sáenz, en que, si bien 

las garantías constitucionales pueden proceder contra resoluciones judiciales, 

no pueden sustentarse en la transgresión o amenaza de todo tipo de derechos 

constitucionales sino, únicamente, en la transgresión o amenaza de naturaleza 

estrictamente procesal (2003, p. 350).  

 

Con todo lo mencionado, se puede observar que durante la vigencia de la Ley 

de Hábeas Corpus y de Amparo, solo se podía cuestionar las resoluciones 

judiciales con calidad de cosa juzgada a través del proceso de amparo, siempre 

y cuando en tal proceso se hayan conculcado los derechos fundamentales 

estrictamente de naturaleza procesal (López, 2013, p. 31), luego con el artículo 

4 del anterior Código Procesal Constitucional, dicha posición fue ratificada al 

señalar explícitamente “el acceso a la justicia y el debido proceso”.   

 

De ello se concluye que el ámbito de protección del amparo contra resoluciones 

judiciales solo tutela, directamente, los derechos constitucionales procesales y 

no otro tipo de derechos que, indirectamente tambien hayan resultado 

comprometidos tras la resolución expedida por el Juez como la propiedad, la 

herencia, etc (Carpio, 2006, p. 261), ya que, no tienen la calidad de derechos de 

orden procesal.  

 

Pese a la legislación y doctrina desarrollada hasta ese momento, en la sentencia 

contenida en el expediente N° 03179-2004, caso Apolonia Ccollcca, el Tribunal 

Constitucional realizó una novedosa interpretación del artículo 4 del Código 

Procesal Constitucional, señalando que, a través del proceso de amparo, puede 

cuestionarse una resolución judicial no solo por la afectación de derecho de 

orden procesal, sino tambien de derechos fundamentales de orden material, 

como los derechos de propiedad, al trabajo, entre otros (fundamento 14).  

 

En ese sentido, se observa una ampliación del ámbito de protección del proceso 

de amparo contra resoluciones judiciales. No obstante, la determinación de este 

ámbito de protección no solo debe efectuarse a partir de la interpretación literal 

del artículo 200.2 de la Constitución, sino optar por una interpretación 

sistemática; ya que, ello permitirá que el ámbito de los derechos protegidos por 
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el proceso de amparo comprenda “residualmente la protección de todos los 

derechos constitucionales no protegidos por los otros procesos de tutela de los 

derechos fundamentales” (López, 2013, p. 34).  

 

Finalmente, con la entrada en vigor de la Ley N° 31307, que aprueba el “Nuevo 

Código Procesal Constitucional” (en adelante, NCPC) y derogando el Código 

Procesal Constitucional, se realizan reformas significativas respecto al proceso 

de amparo contra resoluciones judiciales. Específicamente el artículo 44° del 

NCPC se precisan los derechos que protege el amparo, siendo veintisiete 

derechos los que regula; sin embargo, deja carta abierta la posibilidad de que 

tutele los demás derechos que la constitución reconoce, tal como se observará 

a continuación: 

 

Artículo 44.- Derechos protegidos  

El amparo procede en defensa de los siguientes derechos: 

(…) 

28) Los demás que la Constitución reconoce  

 

De este modo, se confirma la postura que ya estaba tomando el Tribunal 

Constitucional con el caso Apolonia Ccollcca, respecto del ámbito de protección 

del proceso de amparo, lo cual nos lleva a descifrar que tambien aplica en los 

casos de proceso de amparo contra resoluciones judiciales.  

 

Llegados a este punto, dado que el Tribunal Constitucional tiene la facultad para 

admitir demandas de amparo contra resoluciones judiciales cuando se alegue la 

violación a algún derecho fundamental, excluyendo claro está a los que protege 

el hábeas data y hábeas corpus, se genera una paradoja, en el sentido que 

puede revisar cualquier proceso judicial que hayan resuelto los juzgados 

ordinarios, con la sola alegación de que se está vulnerando algún derecho 

fundamental. En ese sentido corresponderá identificar si el Tribunal 

Constitucional tiene algún tipo de límites al momento de revisar resoluciones 

judiciales  
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2. Primer problema secundario: ¿Cuáles son los límites del Tribunal 

Constitucional al momento de ejercer control constitucional sobre las 

resoluciones emitidas por los tribunales ordinarios? 

 

Como ya se ha contextualizado en los párrafos anteriores, el ordenamiento 

peruano ha otorgado la función de vigilar el cumplimiento y respeto de la Carta 

Magna al Tribunal Constitucional y el Poder Judicial. Ahora, si bien se tratan de 

dos órganos del Estado completamente independientes en la actuación judicial, 

existen supuestos en los cuales deben trabajar de manera coordinada. Uno de 

ellos es cuando el Tribunal Constitucional realiza control sobre las resoluciones 

del Poder Judicial; es decir, en los procesos constitucionales. Para ser más 

específicos, en el artículo 200° y siguientes de la Constitución se indica que a 

través de los procesos constitucionales se garantiza jurisdiccionalmente la fuerza 

normativa de la Constitución y es el Tribunal Constitucional el encargado de 

dirimir en ultima (…) instancia los procesos de amparo, hábeas corpus, hábeas 

data y cumplimiento (Malpartida, 2010, p.142). En otras palabras, si bien el 

Tribunal no es el único órgano que busca garantizar la protección de la 

Constitución, si se trata del órgano supremo.  

Ahora bien, aterrizando en uno de los procesos constitucionales como es la 

acción de amparo, esta procede “contra resoluciones judiciales emanadas de 

procedimiento regular” (artículo 200.2 Constitución); es decir, de procesos 

ordinarios que ya cuentan con una decisión firme por parte del órgano 

jurisdiccional ordinario; sin embargo, esta resolución puede ser revisada vía 

amparo por el Tribunal Constitucional en su calidad de decisor de última 

instancia. Entonces, se observa una posible subordinación del Poder Judicial 

frente al Tribunal Constitucional. Así lo destaca el máximo intérprete de la 

Constitución en los fundamentos N° 51 y N° 52 de la sentencia contenida en el 

expediente N° 0006-2006-PC/TC. Veamos: 

 

(…) en las relaciones entre el Tribunal Constitucional y el Poder 

Judicial, en materia de procesos constitucionales, existe una 
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relación de grado inferior de éste con respecto a aquél, por 

hecho de que el Tribunal Constitucional es instancia final de 

fallo ante las resoluciones denegatorias del Poder Judicial, (…) 

entonces, si bien no es el único intérprete, a él le corresponde 

decir la última palabra de lo que es o no constitucional, y ningún 

poder u órgano constitucional puede contradecirlo o 

desvincularse de sus decisiones. 

 

Bajo ese contexto de supremacía del Tribunal Constitucional florecen nuevos 

problemas en la práctica judicial y es que sucede en algunos casos que este 

Colegiado busca ejercer un control prácticamente total de la actuación de la 

judicatura ordinaria, bajo parámetros que parecieran ir más allá que aquellos que 

permitiría la norma (Espinoza Saldaña, 2009, p. 543), lo cual ha sido motivos de 

diversas críticas doctrinarias y jurisprudenciales por años.  

En la sentencia del caso Apolonia Ccollca, contenida en el expediente N° 3179-

2004-AA, se propone una solución a este problema con la innovadora 

interpretación del artículo 4° del Código Procesal Constitucional, vigente en ese 

momento. En dicha sentencia, el Tribunal Constitucional instauro dos temas 

fundamentales que estan vinculadas entre sí: la intensidad del control 

constitucional y el canon interpretativo para el control constitucional de las 

resoluciones judiciales.  

 

Respecto al primer tema, en el fundamento N° 22 de la sentencia, el Tribunal 

señala que el tipo de intensidad que se debe practicar cuando se realiza control 

constitucional de las resoluciones judiciales dependerá de la interpretación que 

se haga de la configuración de dicho proceso, siendo así, se tendrá dos 

dimensiones: 

 

(…) Desde una interpretación estricta del amparo, los jueces 

constitucionales examinan la constitucionalidad de la resolución 

judicial en base al expediente judicial ordinario, (…), así el juez 
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constitucional asume lo resuelto por el juez ordinario iure et de 

iure (…). De otro lado, una interpretación flexible del amparo es 

cuando el Juez constitucional adquiere plena jurisdicción sobre 

el fondo y la forma del proceso ordinario (…). (…), el Juez 

constitucional asume competencia para examinar el juicio 

ordinario bajo un canon constitucional propio del supremo 

interprete de la Constitución, lo que significa la posibilidad de 

revisar todo el proceso para determinar la constitucionalidad de 

la resolución judicial cuestionada. 

 

 

En el fundamento N° 5 de la sentencia, el Tribunal Constitucional señala que, al 

tratarse de una desestimatoria de demanda de amparo, como consecuencia de 

la nulidad, adquiere plena jurisdicción para pronunciarse sobre el fondo del 

recurso de agravio Constitucional.  En tal sentido, en aras de determinar si se 

han lesionado los cuatro derechos fundamentales alegados, su análisis se centra 

en tres puntos: a) sobre los derechos fundamentales transgredidos cuando los 

pagarés incompletos se completan incumpliendo lo pactado; b) sobre el proceso 

N° 11617-2000; y, c) sobre la subsistencia de tres casos semejantes que dieron 

lugar a la expedición de sentencias dicordantes.  

 

Considerando lo anterior, se puede apreciar que el Tribunal Constitucional opta 

por una interpretación flexible del proceso amparo; dado que, decide revisar no 

solo las sentencias de los dos procesos ordinarios que fallaron a favor de la 

entidad bancaria, sino tambien revisa los pagarés entregados en las demandas 

de obligación de dar suma de dinero para determinar si realmente la resolución 

de fecha 13 de setiembre de 2010 vulneró los derechos alegados.  

 

Respecto al segundo tema, en el fundamento N° 23 se establece, por primera 

vez, el canon interpretativo para el control constitucional de las resoluciones 

judiciales, el cual le permitirá al Tribunal Constitucional realizar legítimamente el 

control constitucional de las resoluciones judiciales ordinarias cuando opte por 

una interpretación flexible. De este modo, se tienen los exámenes de 

razonabilidad, coherencia y suficiencia.  
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a. Examen de razonabilidad. - el Tribunal Constitucional debe 

evaluar si la revisión de todo el proceso judicial ordinario 

es relevante para determinar si la resolución judicial que se 

cuestiona vulnera el derecho fundamental que está siendo 

demandado. (subrayado nuestro) 

 

b. Examen de coherencia. - exige que el Tribunal Constitucional 

precise si el acto lesivo del caso vincula directamente con 

el proceso o la decisión judicial que se impugna; de lo 

contrario no estaría plenamente justificado el hecho de que el 

Tribunal efectúe una revisión total del proceso ordinario, si tal 

revisión no guarda relación alguna con el acto vulneratorio. 

(subrayado nuestro). 

 

c. Examen de suficiencia. - el Tribunal Constitucional debe 

determinar la intensidad del control constitucional que sea 

necesaria para llegar a precisar el límite de la revisión del 

proceso judicial ordinario, a fin de cautelar el derecho 

fundamental demandado. (subrayado nuestro). 

 

Como se puede observar, se tratan de tres exámenes que sirven de límites a la 

actuación del Tribunal Constitucional al momento de ejercer control 

constitucional sobre procesos judiciales ordinarios. Dado que estamos frente a 

una interpretación flexible que permite al juez constitucional el examen del 

razonamiento y las decisiones del órgano jurisdiccional ordinario, lo que se busca 

con el canon interpretativo es evitar convertir al Tribunal Constitucional en una 

cuarta instancia judicial (Sáenz: 2023, p. 29) y reconocer que este órgano 

supremo tiene la potestad de resolver, en el proceso de amparo, tanto aspectos 

de forma como de fondo, pero de manera limitada. En consecuencia, de efectuar 

correctamente cada uno de estos tres exámenes en cada caso concreto, se 
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asegura un proceso justo y en cumplimiento de todas las garantías establecidas 

por el sistema jurídico peruano. 

 

Ahora, si bien en caso Apolonia Ccollca se definieron los conceptos de los 

exámenes de razonabilidad, coherencia y suficiencia, se puede advertir que en 

los siguientes años es el mismo Tribunal Constitucional, en su jurisprudencia, 

quien desarrolla mucho más cada concepto. Una de las sentencias que 

contempla esta ampliación es la contenida en el expediente N° 978-2012-AA (lo 

que está subrayado.  
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Esta ultima incorporación conceptual de los exámenes resulta pertinente en aras 

de una mejor comprensión de los límites de la actuación constitucional sobre los 

procesos ordinarios. Lo común que tienen las sentencias que aluden en sus 

fundamentos este canon interpretativo es que hacen una repetición literal de los 

conceptos señalados anteriormente, ya sea los conceptos más cortos 

establecidos en el caso Apolonia Ccollca como en la última propuesta expuesta. 

Sin embargo, no hacen un desarrollo exhaustivo de cada examen en cada caso 

concreto; es decir, pareciera que el Tribunal no sabe cómo aplicar los conceptos 

a la realidad.  

 

Pese a ello, cumplimos con responder la primera interrogante planteada: los 

límites del Tribunal Constitucional al momento de ejercer control constitucional 

sobre resoluciones ordinarias son los exámenes de razonabilidad, coherencia y 

suficiencia.  

 

 

3. Segundo problema secundario: ¿Los conceptos de los exámenes de 

razonabilidad, coherencia y suficiencia resultan suficientes para determinar si el 

Tribunal Constitucional actuó legítimamente al revisar los procesos judiciales 

ordinarios? 

 

Como ya se ha mencionado, en la sentencia materia de análisis, el Tribunal optó 

por una interpretación flexible. En tal sentido, en los párrafos siguientes se 

analizará si el Tribunal, al revisar los tres procesos de obligación de dar suma de 

dinero, cumplió con los parámetros que establece el canon interpretativo del 

control constitucional; es decir, si cumplió adecuadamente con los exámenes de 

razonabilidad, coherencia y suficiencia. Con ello se podrá determinar si el 

Tribunal realizó o no un adecuado control constitucional.  

 

No obstante, de la revisión total de la sentencia se obtiene que, a comparación 

de otras sentencias, el Tribunal Constitucional no desarrolló en sus fundamentos 

el canon interpretativo. Por consiguiente, corresponderá averiguar si 

indirectamente respetó y aplicó los tres exámenes.    
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En primer lugar, en cuanto al examen de razonabilidad, conforme al concepto 

que ya se ha explicado en los párrafos anteriores, corresponde realizar la 

siguiente pregunta: ¿se debe revisar todo el proceso judicial o solo la resolución 

para poder diagnosticar que la resolución objeto de discusión transgrede el 

derecho fundamental aducido? Tras la revisión de los hechos se sabe que el Sr. 

Kulenkampff alegó la de cuatro derechos fundamentales; ya que, en los procesos 

ordinarios donde los juzgados resolvieron a favor del Banco, se otorgó validez 

jurídica a pagarés fraudulentos. En otras palabras, se tratan de derechos tanto 

de carácter procesal, así como derechos fundamentales sin tal calidad. Una vez 

que se tienen identificados los derechos alegados, se pasará a identificar si el 

Tribunal optó por la revisión de todo el proceso o solo la resolución cuestionada 

y cuáles son los fundamentos que lo llevaron a tomar dicha decisión.  

 

Como bien se sabe, el recurso de agravio constitucional que se interpone es 

contra la resolución del 13 de septiembre de 2010 que anula todo lo que se había 

desarrollado en el proceso de amparo. Por ello, en los fundamentos N° 4 y 5 de 

la sentencia, el Tribunal advierte que, al tratarse de una resolución denegatoria, 

le habilita competencia para pronunciarse tanto de la forma como del fondo. 

Veamos: 
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Ahora que el Tribunal ha identificado su competencia para resolver el fondo de 

la controversia, continua su análisis centrándose en tres puntos: a) sobre los 

derechos fundamentales transgredidos cuando los títulos valores incompletos se 

completan incumpliendo lo pactado; b) sobre el proceso de anulabilidad parcial 

de acto jurídico (…) contra la entidad bancaria; y, c) sobre la subsistencia de tres 

procesos semejantes que dieron lugar a la tramitación de sentencias 

discordantes.  

 

Como se puede apreciar, el Tribunal Constitucional optó por revisar no solo las 

motivaciones contenida en las sentencias del 28 de junio de 2001 (Exp. N° 

40521-2000) y del 12 de julio de 2001 (Exp. N° 40512-2000), sino además los 

pagarés presentados en las demandas de obligación de dar suma de dinero.  

 

Por tanto, se puede concluir que el Tribunal consideró que revisar todo el proceso 

judicial (en este caso serían “los procesos”, ya que se tratan de dos procesos 

judiciales) le permitirá- verificar si han vulnerado todos los derechos 

fundamentales alegados por la parte recurrente, toda vez que la sentencia que 

se cuestiona a través del recurso de agravio constitucional anuló todo lo 

tramitado en el proceso de amparo. 

 

En mi opinión, dado que la resolución que cuestiona el Sr. Kulenkampff anula 

todo lo desarrollado en el proceso de amparo, esto genera como consecuencia 

que la demanda de amparo, que ya había sido admitida y solicitaba que aún no 

se ejecuten las sentencias de los expedientes N° 40521-2000 y N° 40512-2000 

hasta que se dicte sentencia final en el proceso de anulabilidad parcial de acto 

jurídico ya no tenga efectos jurídicos. Por consiguiente, concordamos con la 

postura del del Tribunal sobre la necesidad de repasar los procesos ordinarios 

para poder averiguar si dicha resolución vulnera los derechos alegados.  

 

En segundo lugar, en cuanto al examen de coherencia, el cual exige al Tribunal 

Constitucional delimitar si el acto lesivo (resolución judicial) se vincula 

directamente con el proceso o la resolución judicial que se impugna (Cayotopa, 

2021, p. 36). En buena cuenta, lo que el Tribunal busca establecer con este 

examen es que solo resultará legítimo controlar aquellas resoluciones o actos 
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directamente vinculados con la afectación de los derechos fundamentales 

alegados (expediente N° 978-2012-PA/TC, fundamento 4.2). En otras palabras, 

si bien se puede optar por la observación completa del proceso ordinario “solo 

serán controlables aquellas resoluciones directamente vinculadas con la 

violación de los derechos denunciado” (expediente N° 978-2012-PA/TC, 

fundamento 4.2).  

 

Lo dicho hasta aquí supone identificar qué resoluciones o actos comprendidos 

en los procesos judiciales ordinarios N° 40521-2000 y N° 40512-2000 afectan 

los derechos fundamentales alegados el recurso de agravio constitucional, con 

el objetivo de que el Tribunal pueda ejercer control constitucional sobre ellas. De 

ahí que, en los fundamentos N° 19 y N° 21 de la sentencia analizada, se puede 

advertir que el Tribunal revisa las sentencias de los tres procesos judiciales 

ordinarios a la par que analiza los tres pagarés que presentó el Banco de 

Comercio, como medio probatorio, en cada una de las demandas. Para ilustrar 

mejor: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Con dicho examen, el Tribunal llegó a la conclusión de que los pagarés 

presentados no fueron completados de acuerdo con lo estipulado en la Escritura 

Pública, por lo que carecen de mérito ejecutivo. Sin embargo, lo que el Tribunal 

no llegó a resolver es cómo esta situación vulnera los cuatro derechos 

fundamentales alegados en el recurso de agravio constitucional. De manera que, 

corresponderá investigar si efectivamente se han vulnerado tales derechos.  
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Dado que, en el escrito de recurso de agravio constitucional, el Sr. Kulenkampff 

solo alega que la resolución del 13 de septiembre de 2010 vulnera sus derechos 

fundamentales, nos remitimos a la demanda con la que inicio todo el proceso 

constitucional. Resulta que en dicha demanda se encuentran los fundamentos 

de los señores Kulenkampff y Ghezzi explicando cómo se están vulnerando cada 

uno de los derechos mencionados anteriormente. Veamos: 

 

 

Sobre el derecho fundamental al debido proceso (artículo 139.3 Constitución): 
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Acorde con los fundamentos expuesto por los señores Sr. Kulenkampff y Ghezzi, 

se tiene que dicha transgresión se da por dos motivos específicos que se 

relacionan entre sí: primero, porque en los procesos ordinarios se ha dado 

validez jurídica a pagarés fraudulentos; y, segundo, porque los jueces de los 

órganos jurisdiccionales ordinarios, al otorgar tal validez, no han sido 

imparciales, generando una situación de desigualdad frente al Banco de 

Comercio. 

 

Sobre el derecho fundamental a la igualdad ante la ley (art. 2.2 Constitución): 
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Los recurrentes alegan la lesión al derecho a la igualdad ante la ley por dos 

motivos: primero, porque los jueces han permitido en los procesos ordinarios que 

el Banco haya incrementado los montos en los pagarés, contraviniendo lo 

acordado en la Escritura Pública; segundo, porque en esos procesos ejecutivos, 

se ignoró que los títulos valores completados cuentan con dos fechas de emisión, 

cual significa un accionar contario a lo establecido en el inciso 2 del artículo 129° 

de la Ley N° 16587. 

 

 

Sobre el derecho fundamental a la propiedad (artículo 2.16 Constitución) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cabe mencionar que las sentencias emitidas a favor del Banco ya estaban en 

etapa de ejecución, por lo que, el petitorio de la demanda de amparo consistía 

precisamente a paralizar la actuación del Banco al menos hasta que se dicte 

sentencia en el proceso de anulabilidad parcial de acto jurídico e indemnización 

por daños y perjuicios iniciado mucho antes que los tres procesos judiciales 

ordinarios.  

 

En tal sentido, de no otorgarse lo pedido en la demanda de amparo, es posible 

que la posibilidad que, si el proceso de anulabilidad parcial (donde se 

cuestionaba la Escritura Pública) resulta a favor de los recurrentes, sus 

propiedades ya habrían sido embargadas, generando un daño irreparable. Por 
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lo tanto, en este derecho no se habla de vulneración, sino de amenaza de 

violación.   

 

Sobre el derecho fundamental a contratar con fines lícitos (art. 2.14 

Constitución): 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Respecto a este último derecho, los recurrentes alegan que el hecho de que los 

pagarés presentados, que tenían la calidad de fraudulentos, fueran utilizados en 

procesos ejecutivos en su contra, genera que se vulnere no solo el derecho a 

contratar con fines lícitos, sino los otros tres derechos subrayados anteriormente.  

 

Considerando todo lo anterior, en la demanda de amparo se alega la vulneración 

de los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad ante la ley y a 

contratar con fines lícitos, así como la amenaza de violación al derecho de 

propiedad. No obstante, pese a que se tratan de derechos distintos, los 

recurrentes alegan que la aceptación de pagarés fraudulentos en las demandas 

de obligación de dar suma de dinero presentadas por el Banco, así como la 

emisión de sentencias favorables al Banco pese a las observaciones realizadas 

a los títulos valores invocados, vulneran de manera simultánea y conjunta estos 

cuatro derechos.    

 

Ahora bien, este examen señala que se debe identificar las resoluciones o actos 

directamente que afectan directamente los derechos denunciados. Aunque el 

Tribunal no hace un análisis explícito de ello, resulta que sí hace un análisis 
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implícito de qué elementos vulneran los derechos alegados. Por una parte, 

respecto a las resoluciones, se identifican a las sentencias de fecha 28 de junio 

de 2001 (Exp. N° 40521-2000) y del 12 de junio de 2001 (Exp. N° 40512-2000) 

que resuelven a favor del Banco de comercio. Por otro lado, respecto a los actos, 

se identifican a los tres pagarés completados y presentados por el Banco, los 

cuales carecen de mérito ejecutivo por (i) haberse completado contrariamente a 

lo pactado y (ii) porque cada uno de estos títulos valores tienen dos fechas de 

emisión.  

 

Con ello se tiene claro que el Tribunal Constitucional ha determinado los 

aspectos que se sujetarán al control constitucional; sin embargo, lo que no hace 

mención, ni de manera tácita, es cómo estas resoluciones y actos vulneran los 

derechos alegados por los recurrentes, pese a los fundamentos expuestos en la 

demanda de amparo. De modo que, ¿cómo el Tribunal Constitucional puede 

afirmar que se estan vulnerando todos estos derechos fundamentales? En los 

argumentos de la sentencia no se explica este aspecto, el cual es totalmente 

relevante para un proceso constitucional como es el proceso de amparo.    

 

Dicho todo esto, respecto al contenido del examen de coherencia que exhorta 

que “el acto lesivo del caso se vincule directamente con el proceso o la decisión 

que se impugna”. Se debe recordar que estamos frente a un recurso de agravio 

constitucional que se interpone “contra la resolución de segundo grado que 

declara infundada o improcedente la demanda (…)” (artículo 18° del Código 

Procesal Constitucional), entonces en el presente caso la decisión que se objeta 

es la comprendida en la resolución del 13 de septiembre de 2010, donde se 

declaró nulo todo lo actuado en el proceso de amparo. En ese sentido, si bien no 

se observa una vinculación directa, en tanto la transgresión de los derechos no 

provienen de la nulidad ordenada en la resolución del 13 de setiembre de 2010, 

sino de hechos anteriores al proceso de amparo, la nulidad de la demanda 

genera que las sentencias contenidas en los expedientes N° 40521-2000 y N° 

40512-2000 sigan ejecutándose sin haber revisado nuevamente que los títulos 

valores utilizados son válidos. En suma, sí guardan relación, aunque de forma 

indirecta. 
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Como se puede observar, no hay una vinculación directa, pero sí indirecta ¿Qué 

corresponde hacer en estos casos? De seguir la línea del criterio de coherencia, 

al no tratarse de una vinculación directa, el Tribunal no podrá revisar los procesos 

ordinarios. Sin embargo, en la última parte del concepto de tal criterio se 

menciona “(…) si tal revisión no guarda relación alguna con el acto vulneratorio”. 

¿Aquello se podría entender como vinculación indirecta? Encontramos, de esta 

manera, un vacío jurisprudencial, dado que, no hay certeza si también se admite 

la vinculación indirecta y qué criterios pueden determinar cuando estamos ante 

dicha situación. 

 

Desde mi punto de vista, el contenido del examen de coherencia no es completo, 

en el sentido que no responde cómo proceder en situaciones cuando no hay un 

vínculo directo, sino indirecto como en este caso, donde no se puede negar que 

hay un vínculo entre la sentencia que anula todo el proceso de amparo y la 

vulneración de los derechos fundamentales alegados. Por otro lado, el Tribunal 

Constitucional ha sido muy imprudente en no desarrollar el contenido de los 

derechos fundamentales alegados para determinar si los argumentos 

presentados en la demanda de amparo se circunscriben dentro del ámbito de 

aplicación de cada uno de estos derechos. 

 

Finalmente, en cuanto se refiere al examen de suficiencia, corresponde 

cuestionar ¿en el presente caso, el Tribunal Constitucional determinó la 

intensidad del control necesario para fijar el límite de la exploración del proceso 

ordinario? De la revisión de la sentencia constitucional, se observa que el 

Colegiado no analizó qué nivel de intensidad resulta necesario para resolver la 

cuestión; sin embargo, ¿Cómo se puede saber los niveles de intensidad 

permitidos respecto a cada caso? No hay una guía instructiva que permita 

determinar objetivamente la intensidad de la intervención constitucional a la hora 

de revisar resoluciones judiciales.  

 

Como ya se ha mencionado en el desarrollo del examen de coherencia, el 

presente caso se trata de una vinculación indirecta, toda vez que la resolución 

cuestionada a través del recurso de agravio constitucional es la que declara la 

nulidad del proceso de amparo; es decir, desestima la demanda que busca 
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refrenar los efectos de las sentencias que los recurrentes consideran que 

vulneran sus derechos fundamentales. Sin embargo, en la sentencia no se llegó 

a desarrollar el contenido de cada derecho alegado. De modo que, 

corresponderá estudiar en qué consiste cada uno de ellos y poder darles o no la 

razón a los recurrentes.  

 

En aras de demarcar el contenido de cada derecho fundamental alegado, será 

necesario acudir no solo a la Constitución y las leyes, sino tambien a los 

precedentes y la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional (Abad, 2019, 

p. 227). Así, en la sentencia N° 723-2021 (fundamentos N° 6, 7, 8 y 9) nos brinda 

una importante información sobre el derecho fundamental al debido proceso: 

 

 

“(…) Hay materias de competencia exclusiva de la jurisdicción 

ordinaria y que no pueden ser invadidas por los jueces 

constitucionales, pero hay otras que sí pueden ser objeto de 

control por parte de la judicatura constitucional (…). 

 

(…) Así, se encuentra habilitada para conocer de trasgresiones 

de derechos fundamentales ocurridas en procesos judiciales 

ordinarios si se han producido vicios de proceso o vicios de 

motivación. 

 

Con respecto a los vicios de proceso, el amparo contra 

procesos judiciales puede proceder frente a supuestos de:  

 

a) Afectación de derechos que conforman la tutela procesal 

efectiva (…) así como por  

b) Defectos de trámite que inciden en los derechos del debido 

proceso (....)”. 

 

El presente caso, de manera preliminar, se podría encuadrar dentro del ámbito 

de vicios de proceso por defectos de trámite que inciden en los derechos al 

debido proceso; ya que, la justicia ordinaria no observó los requisitos formales 
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para admitir los pagarés. Entonces, se entiende, bajo esta interpretación, que el 

Tribunal tiene competencia para conocer este tipo de trasgresión bajo la nómina 

de vulneración al debido proceso. En tal sentido, se aprecia una vulneración al 

debido proceso desde dicha perspectiva.  

 

Por otro lado, respecto al derecho a la igualdad ante la ley, la jurisprudencia 

indica que este derecho contiene dos expresiones: “la igualdad en la ley y la 

igualdad en la aplicación de la ley” (expediente N° 1604-2009, fundamento 10). 

Siendo la última expresión el límite de la actuación de los órganos administrativos 

y jurisdiccionales, en tanto se les exhorta que antes dos supuestos de hecho 

sustancialmente idénticos, se les atribuya la misma consecuencia jurídica 

(expediente N° 1604-2009, fundamento 10). En tal, sentido, corresponderá 

analizar si los dos procesos judiciales ordinarios que se estan cuestionando 

resultan ser idénticos entre sí. 

 

Tal como mencionan los Magistrados Álvarez Miranda y Urviola Hani, en sus 

votos discordantes, y que tambien comparto, “el juicio de igualdad solo puede 

efectuarse sobre la comparación entre los procesos impugnados y procesos 

precedentes que han sido tramitados por el mismo juzgado en casos 

sustancialmente iguales, pero que fueron resueltos de forma contradictoria” 

(expediente N° 2364-2022), suceso que no acontecen en el presente caso por 

dos razones en específico: primero, porque las demandas fueron presentadas a 

tres diferentes juzgados; y, segundo,  porque en la sentencia del proceso N° 

40513-2000 que desestimó la demanda de obligación de dar suma de dinero fue 

expedida con fecha ulterior a la conclusión de los otros dos procesos judiciales 

ordinarios. Por lo tanto, se llega a la conclusión que no se ha vulnerado el 

derecho a la igualdad ante la ley.  

 

Respecto al derecho de propiedad, se tiene que los señores Kulenkampf y 

Ghezzi alegan la amenaza del tal derecho, porque se ha ordenado embargar sus 

propiedades sin observar que aún se está en trámite el proceso de anulabilidad 

parcial de acto jurídico. Sobre ello, el Tribunal en el expediente N° 6251-2013 ha 

señalado el contenido de este derecho: 

 



54 
 

La propiedad, se concibe como el poder jurídico que permite a 

una persona usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Así, 

el propietario puede servirse directamente del bien, percibir sus 

frutos y productos, y darle destino o condición conveniente a sus 

intereses patrimoniales. Sin embargo, el derecho a la propiedad 

se ejerce en armonía con el bien común y dentro de los límites 

de la ley.  

 

Entendiendo la afirmación “dentro de los límites de la ley” como la referencia a 

que el derecho de propiedad, al igual que los demás derechos, no es absoluto y 

que tambien está sometido a restricciones.  

 

Ahora, cuando una persona firma un pagaré, lo que en realidad está realizando 

es una promesa de pagar a una persona cierta cantidad de dinero, a un 

vencimiento establecido en el documento o a su presentación (Ramirez, 2001, 

p.500). Bajo esa premisa, en el presente caso, los señores Kulenkampff y 

Ghezzi, de manera independiente, firmaron pagarés a favor del Banco de 

Comercio, convirtiéndose este último en acreedor, quien tiene pleno derecho de 

ejecutar el cobro de los títulos valores a través de un proceso judicial.  

 

Sin embargo, muy a parte de estos procesos judiciales de cobro de dinero, es 

muy frecuente en la práctica que los acreedores interpongan, a su vez, medidas 

cautelares con el objetivo de asegurar el cumplimiento de la futura sentencia a 

dictar. Es así, que se presentan a los juzgados las medidas cautelares de 

embargo en forma de inscripción; el cual, si tiene como resultado una sentencia 

favorable, entonces esta se efectúa con la realización del embargo.  

 

Asimismo, el proceso de anulabilidad parcial ya estaba terminando, con la 

decisión de que el acto jurídico es válido, por ende, no esperar el fin de dichos 

procesos no genera la vulneración al derecho a la propiedad.   

 

Finalmente, respecto al derecho de contratar con fines lícitos, el Tribunal 

complementa ello señalado “la libertad de contratar garantiza que las partes 

puedan pactar válidamente según las normas vigentes al tiempo del contrato” 
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(sentencia contenida en el expediente N° 3866-2006, fundamento 16). En tal 

sentido, los juzgados, al considerar a los pagarés puestos a cobro la calidad de 

mérito ejecutivo, están transgrediendo este derecho, pues no se completaron 

conforme a lo pactado. En mi opinión, considero que este derecho se centra en 

la oportunidad de los particulares de crear normas comerciales por la vía privada; 

es decir, más no se centra en la ejecución de estas. Por consiguiente, considero 

que no se está vulnerando tal derecho. 

 

Llegados a este punto, cabe decir que no se han vulnerado todos los derechos 

fundamentales alegados por los recurrentes, lo cual pudo ser determinado 

revisando el contenido de cada uno de los derechos, con el objetivo de limitar la 

actuación del Tribunal Constitucional al momento de revisar los procesos 

judiciales.  

 

Pese a ello, de la revisión completa de la sentencia se observa que el Colegiado 

realizo un control absoluto, en el sentido que resolvió de fondo desde el inicio del 

proceso cuando revisó la validez de los títulos valores ejecutados. Sin embargo, 

no se puede determinar si el Tribunal determinó correctamente la intensidad del 

control necesario en el presente caso, pues el concepto del criterio de suficiencia 

no detalla los grados de intensidad del control constitucional.  
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VI. CONCLUSIONES  

 

Con el propósito de concluir el presente trabajo se pasará a responder las 

interrogantes planteada al inicio del informe.  

 

Respecto al primer problema jurídico secundario se llega a la conclusión que el 

Tribunal Constitucional sí cuenta con límites preestablecidos para ejercer control 

constitucional sobre resoluciones judiciales ordinarias en los procesos de 

amparo. Estos estan contenidos en la sentencia del expediente N° 3179-2004, 

caso Apolonia Colca, donde se exponen los exámenes de razonabilidad, 

coherencia y suficiencia. Cada uno de estos exámenes buscan establecer el 

ámbito de control, la legitimidad del control y la intensidad del control.  

 

Respecto al segundo problema jurídico secundario se llega a la conclusión que 

los contenidos de los exámenes del canon interpretativo establecidos en la 

sentencia del caso Apolonia Colca, en específico los exámenes de coherencia y 

de suficiencia, no resultan suficientes para poder determinar si el Tribunal 

Constitucional actuó legítimamente al ejercer control constitucional sobre los 

procesos judiciales ordinarios.   

 

Asimismo, en este caso, el Tribunal realizó un análisis incompleto del caso, toda 

vez que no analizó cada uno de los derechos fundamentales que el Sr. 

Kulenkampf había alegado desde la demanda de amparo, en aras de verificar si 

realmente la resolución que se estaba cuestionando vía recurso de agravio 

constitucional habían transgredido o amenazado tales derechos, sino que de 

frente paso a reexaminar las decisiones y motivaciones de los órganos 

ordinarios.  

 

Por todo ello se llega a la conclusión general que, el Tribunal Constitucional no 

realizó un adecuado control constitucional respecto a lo decidido por la justicia 

ordinaria en la sentencia N° 2364-2022.  
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